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El suscrito magistrado, en uso de sus facultades constitucionales y legales, en 

particular de aquella que le confiere el artículo 6º del Decreto 2067 de 1991, 

profiere el presente auto con fundamento en los siguientes 

 

ANTECEDENTES 

 

1. La acción de inconstitucionalidad. El 20 de octubre de 20231, a través de 

correo electrónico, Jaime Alberto Sarria Luna presentó demanda de 

inconstitucionalidad contra el artículo 385 (parcial) del Código General del 

Proceso (CGP), por el que se extiende el procedimiento de restitución de 

inmueble arrendado a otros procesos de restitución de tenencia2.  

 

2. Inadmisión de la acción de inconstitucionalidad. Mediante Auto del 7 de 

diciembre de 20233, este despacho decidió inadmitir la demanda formulada 

porque la argumentación expuesta no cumplió con las condiciones mínimas de 

claridad, certeza, especificidad, pertinencia y suficiencia requeridas para la 

procedencia de un cargo de inconstitucionalidad4. Por lo anterior, se concedió 

al accionante el término de tres días para corregir la demanda y se le indicó que, 

en caso de no hacerlo, procedería su rechazo.  

                                                      
1 Expediente D0015574, archivo “D0015574.Demanda ciudadana”. 
2 En sesión del 21 de noviembre de 2023, la Sala Plena de la Corte Constitucional repartió el proceso de la 

referencia a este despacho. El expediente fue enviado por la Secretaría el 23 de noviembre de 2023. 
3 Notificado mediante estado No. 197 del 12 de diciembre de 2023. 
4 Expediente D0015574, archivo “Auto que Inadmite la demanda”. 
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3. Escrito de corrección de la demanda. El 15 de diciembre de 2023, dentro del 

término de ejecutoria del auto inadmisorio, el accionante presentó escrito de 

corrección de la demanda5. Para comenzar, el ciudadano aclaró que la demanda 

se dirige solamente contra la expresión “y a la de cualquier clase de bienes 

dados en tenencia a título distinto de arrendamiento” del artículo 385 del CGP, 

y que solo para efectos de su adecuada comprensión cita el contenido total del 

artículo 384 precedente. En todo caso, resaltó en negrilla los numerales 4 

(parcial), 6 y 9 del artículo 384 del CGP “para demostrar cómo dicha remisión 

que el Art. 385 hace para que dichas reglas le sean aplicables” viola los artículos 

5º, 13, 29, 31, 42, 51, 93 y 229 de la Constitución; el numeral 1º del artículo 11 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(PIDESC), los literales a y c del parágrafo 8 de la Observación General No. 4 

del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (OG No. 4 Comité 

DESC), el numeral 1 del artículo 8º de la Convención Americana de Derechos 

Humanos (CADH). Asimismo, reiteró como referentes necesarios para el 

examen de inconstitucionalidad las leyes 549 de 1999 y 975 de 2003 que 

regulan la financiación de vivienda, así como las sentencias C-955 de 2000 y 

C-936 de 2003 que se pronunciaron sobre la constitucionalidad de esas leyes. 

 

4. En esta ocasión, el accionante formuló seis cargos de inconstitucionalidad 

que se resumen a continuación. Vale decir que, como fundamento de todos 

estos, el actor parte de la base que la expresión acusada “incluye la tenencia con 

fines de adquisición de vivienda, como es el caso del LEASING 

HABITACIONAL”, desconociendo las particularidades que la diferencian del 

arrendamiento y su especial protección constitucional y convencional como 

desarrollo del derecho a la vivienda digna. 

 

5.  Primer cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del 

mismo estatuto viola el derecho a la vivienda digna de los tenedores de vivienda 

a título de leasing habitacional (art. 51 CP, art. 11 PIDESC y par. 8 OG No. 4 

Comité DESC). Cuando en el proceso de restitución de tenencia por leasing 

habitacional se le impide al tenedor del inmueble ser oído en juicio (art. 384 

num. 4 CGP) por la mora en el pago de los cánones, se restringe indebidamente 

la posibilidad de que el locatario pueda discutir la imposibilidad de cancelarlos 

en las condiciones iniciales del crédito y pedir la revisión del contrato para 

atender al margen de solvencia y “gastos soportables”. Además, se limitan sus 

posibilidades de defensa (art. 384 num. 6 CGP) para controvertir aspectos del 

contrato de leasing, como la existencia de cláusulas abusivas o la copropiedad 

sobre el inmueble.  

 

6. En criterio del accionante, el estatuto procesal “lejos de proteger 

judicialmente a los usuarios o locatarios” de leasing habitacional los deja “a 

merced del poder” de los bancos y afecta la “seguridad de la tenencia”, 

“convirtiendo lo que debería ser un debate procesal abierto, de preferencia 

inclinado a favor de la parte más débil, en un procedimiento que hace muy 

sencilla la recuperación de la tenencia por parte del establecimiento bancario”. 

De allí que no pueda considerarse válido un sistema procesal que “impide al 

                                                      
5 El término de ejecutoria transcurrió los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023. 
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juez verificar las condiciones del contrato y las razones por las cuales el 

locatario no ha podido realizar los pagos oportunamente, (..) [ni] evaluar si las 

condiciones para la existencia de la mora comportan un pacto abusivo por parte 

de las entidades bancarias, que son las que (…) determinan plazos cortos para 

considerar incumplido el contrato”.  

 

7. De acuerdo con el demandante, la reestructuración o revisión de las 

condiciones contractuales para adaptarlas a la capacidad real de pago de los 

usuarios es un mecanismo previo al inicio de cualquier proceso ejecutivo en 

casos de créditos hipotecarios, por lo que no hay razón para que no opere de 

igual manera frente al leasing habitacional. 

  

8. Segundo cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del 

mismo estatuto viola los derechos de defensa y contradicción y de acceso a la 

administración de justicia de los tenedores de vivienda a título de leasing 

habitacional (arts. 29 y 229 CP y art. 8º CADH). Las limitaciones previstas en 

el numeral 4 del artículo 384 del CGP por dicha remisión, conllevan una 

violación directa del derecho convencional a “ser oído” en cualquier tipo de 

proceso judicial. Las mismas establecen lo siguiente: “[s]i la demanda se 

fundamenta en falta de pago de la renta o de servicios públicos, cuotas de 

administración u otros conceptos a que esté obligado el demandado en virtud 

del contrato, este no será oído en el proceso sino hasta tanto demuestre que ha 

consignado a órdenes del juzgado el valor total” y “[c]ualquiera que fuere la 

causal invocada, el demandado también deberá consignar oportunamente a 

órdenes del juzgado, en la cuenta de depósitos judiciales, los cánones que se 

causen durante el proceso en ambas instancias, y si no lo hiciere dejará de ser 

oído hasta cuando presente el título de depósito respectivo, el recibo del pago 

hecho directamente al arrendador, o el de la consignación efectuada en proceso 

ejecutivo”. 

 

9. Tercer cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del mismo 

estatuto viola los derechos de defensa y contradicción y de acceso a la 

administración de justicia de los tenedores de vivienda a título de leasing 

habitacional (arts. 29 y 229 CP y art. 8º CADH). Las restricciones previstas en 

el numeral 6 del artículo 384 del CGP por el efecto remisorio, relativas a que 

“son inadmisibles la demanda de reconvención, la intervención excluyente, la 

coadyuvancia y la acumulación de procesos”, limitan que el locatario pueda 

“oponerse a las pretensiones de la entidad financiera alegando cláusulas 

abusivas del contrato, la nulidad del contrato o de alguna de sus cláusulas”, 

“demostrar la simulación en los eventos en que el contrato de leasing no refleje 

la existencia de un contrato de promesa de compraventa celebrado entre el 

usuario y el vendedor del inmueble, así como el consecuente pago realizado con 

recursos propios” o “reconvenir y plantear pretensiones en contra de la entidad 

bancaria, como la del reconocimiento de la copropiedad del inmueble, cuando 

quiera que ha pagado un importante porcentaje del valor”. 

 

10. Lo anterior, “sin permitirle al demandado que abogue por la continuidad del 

contrato bajo la revisión de las condiciones del mismo para posibilitar seguir 

pagando unas nuevas cuotas según su capacidad actual o que reclame la 
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devolución del dinero que le corresponde”, bien porque lo pagó como parte del 

precio inicial del inmueble, o por los remanentes de las cuotas amortizadas o 

por los impuestos prediales pagados. 

 

11. Cuarto cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del 

mismo estatuto viola los derechos de defensa y contradicción y de acceso a la 

administración de justicia y el principio de doble instancia de los tenedores de 

vivienda a título de leasing habitacional (arts. 29, 31 y 229 CP, art. 8º CADH, 

art. 11 PIDESC y par. 8 OG No. 4 Comité DESC). La restricción prevista en el 

numeral 9 del artículo 384 del CGP por remisión del artículo 385 demandado 

relativa al trámite de única instancia para el proceso de restitución se antoja 

arbitraria, por cuanto le impone al locatario una sanción desmedida sin que 

exista una razón válida para el rompimiento de la regla general de la doble 

instancia. 

 

12. Quinto cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del 

mismo estatuto viola el deber de protección del Estado a la familia y al 

patrimonio familiar de los tenedores de vivienda a título de leasing habitacional 

(arts. 5 y 42 CP). Resultan inadmisibles las limitaciones procesales previstas 

para los usuarios al equiparar esta figura con el contrato de arrendamiento, al 

ser el leasing habitacional un mecanismo para el acceso a vivienda digna de las 

familias. 

 

13. Sexto cargo: La remisión que hace el art. 385 del CGP al art. 384 del mismo 

estatuto viola el derecho a la igualdad de los tenedores de vivienda a título de 

leasing habitacional con respecto a los usuarios de créditos hipotecarios (art. 13 

CP). A pesar de estar ante figuras comparables en la medida en que comparten 

la finalidad de garantizar el acceso a la vivienda digna, a través de la 

financiación a largo plazo, los usuarios de uno y otro sistema tienen tratamiento 

judicial diferente. Comparativamente, en el caso de usuarios de leasing 

habitacional se les impide ser oídos, ejercer la doble instancia y demandar en 

reconvención, por vía de la remisión que hace el artículo 385 del CGP al artículo 

384 precedente. Mientras que a los titulares de créditos hipotecarios se les 

otorgan todas estas garantías y otras más, dado el tratamiento específico del 

proceso ejecutivo con garantía real, de conformidad con los artículos 422 a 468 

del CGP.  

 

14. Petición. Por lo anterior, solicitó que se declare la exequibilidad 

condicionada de la expresión acusada del artículo 385 del CGP, “para que se 

excluya de ella a los bienes dados en tenencia bajo la modalidad de leasing 

habitacional y cualquier otra que comporte la adquisición de vivienda a largo 

plazo”. 

 

15. Solicitud de suspensión provisional. El accionante insistió en la solicitud de 

suspensión provisional de los efectos de la norma demandada, siguiendo los 

parámetros establecidos en el Auto 273 del 2 de marzo de 2023 proferido por 

esta corporación.  
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CONSIDERACIONES 

 

16. Oportunidad. Se constata la oportunidad en la radicación de la corrección 

de la demanda, puesto que el auto de inadmisión se notificó por estado del 12 

de diciembre de 2023 y el memorial se presentó por el accionante el 15 de 

diciembre siguiente, esto es, dentro del término de ejecutoria, que transcurrió 

los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023. 

 

17. Análisis del concepto de la violación. Al analizar el escrito de corrección 

allegado por el demandante, este despacho encuentra que las falencias 

advertidas en la providencia del 7 de diciembre de 2023 no fueron subsanadas, 

tal y como se expondrá a continuación. En términos generales, aunque el actor 

formuló seis cargos separados de inconstitucionalidad contra el aparte 

demandado, expuso las mismas razones de la demanda original referidas a su 

inconformidad con el régimen procedimental que se les aplica a los locatarios 

de leasing habitacional para exigir la restitución del inmueble dado en tenencia. 

En esencia, su reproche continúa evidenciando un aparente vacío en la 

legislación específica de la figura del leasing habitacional para la restitución del 

inmueble, en especial ante la mora en el pago de los cánones, dada la 

inconveniencia de aplicar de forma extensiva las reglas del procedimiento de 

restitución de tenencia de inmueble arrendado para el efecto, lo que no 

constituye un problema de constitucionalidad de la disposición parcialmente 

acusada. 

 

18. En criterio de este despacho, si bien la corrección aclara que lo que se acusa 

es solo la expresión “y a la de cualquier clase de bienes dados en tenencia a 

título distinto de arrendamiento” del artículo 385 del CGP, la demanda (i) no es 

clara pues sigue sin precisar si lo que se busca es terminar con una aparente 

interpretación inconstitucional de la norma por parte de los jueces ordinarios, o 

extender a los procesos de restitución de tenencia en los casos de leasing 

habitacional las garantías previstas en el régimen procesal, en materia de 

derecho a la defensa y a la contradicción y principio de la doble instancia, 

propias de los titulares de créditos hipotecarios, en el marco del proceso 

ejecutivo en general y de las disposiciones especiales sobre los acreedores con 

garantía real.  

 

19. La demanda (ii) es cierta porque la remisión genérica que hace el artículo 

385 del CGP respecto de la aplicación del proceso de restitución de inmueble 

arrendado a la restitución de “cualquier clase de bienes dados en tenencia a 

título distinto de arrendamiento”, permite válidamente extender la aplicación 

de estas reglas a controversias específicas por la restitución de inmuebles en 

tenencia por leasing habitacional.  

 

20. A pesar de la corrección, la censura (iii) no es específica puesto que el 

demandante continúa sin explicar de qué manera se presenta la alegada 

violación a la Constitución. En efecto, no explica la forma en la que el texto 

superior restringe la competencia del legislador para establecer el 

procedimiento para la restitución de inmuebles dados en leasing habitacional, o 

prohíbe extender el proceso de restitución de inmueble arrendado a la 
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restitución de tenencia de inmueble dado en leasing habitacional. El actor 

volvió a afirmar que en el trámite del proyecto de ley que concluyó con la 

expedición del Código General del Proceso no quedó justificada la remisión del 

leasing habitacional a las disposiciones de los artículos 384 y 385 del CGP, y 

no presentó las razones por las que esta normativa debía hacer referencia 

específica y justificar el trámite particular de controversias sobre la tenencia de 

inmuebles dados en leasing habitacional.  

 

21. Además, pese al desarrollo del test incluido para justificar un aparente cargo 

por vulneración de la igualdad, la afirmación del accionante en cuanto a la 

similitud entre el leasing habitacional y el crédito hipotecario por compartir la 

finalidad de garantizar el acceso a la vivienda digna a través de la financiación 

a largo plazo, pierde de vista otros criterios que son diferencias relevantes e 

impiden efectuar un juicio de comparación entre ambas figuras. Solo como 

ejemplo, un usuario de crédito hipotecario se encuentra en una situación 

sustancialmente distinta a la de un locatario de leasing habitacional con respecto 

al inmueble habitado, puesto que el primero ostenta la calidad de propietario 

mientras que el segundo funge como simple tenedor. 

 

22. Ahora bien, a pesar de la subsanación, la demanda (iv) no es pertinente 

porque sigue fundada en afirmaciones propias del actor y en razones de 

conveniencia con las que espera que la Corte resuelva un problema que radica 

en la práctica contractual. Según el demandante, la manera como se celebran 

contratos de leasing habitacional entre usuarios y entidades financieras, en la 

práctica, termina generando un contrato de adhesión de los primeros bajo 

cláusulas abusivas fijadas por las segundas, dentro de las cuales se estipula la 

constitución de mora en el pago, en el marco de una relación asimétrica con 

desventajas para los usuarios. Y asegura que estas entidades evaden el 

cumplimiento de la obligación de revisar periódicamente las condiciones de los 

créditos y reestructurarlos, para adaptarlas a las reales capacidades de pago de 

los usuarios, de conformidad con la Ley 549 de 1999.  

 

23. Las anteriores inconformidades sobre la manera en que el sistema 

financiero gestiona el mecanismo de leasing habitacional son trasladadas por el 

actor al régimen procedimental pues, en su criterio, el procedimiento aplicable 

debe responder a otras reglas, como las del proceso verbal general, en el cual 

se permite oír al demandado, formular excepciones de mérito, presentar 

demanda de reconvención y apelar la decisión del fallador de instancia, por 

tratarse de un mecanismo dirigido a la adquisición de vivienda a largo plazo. 

Sin embargo, tales no son argumentos de naturaleza constitucional sino 

opiniones propias y subjetivas del accionante sobre la manera como considera 

deberían superarse las distorsiones del sistema financiero frente al tratamiento 

de la figura del leasing habitacional. 

 

24. Por último, la censura (v) no es suficiente pues con las razones invocadas 

no resulta posible, siquiera sumariamente, identificar el alcance de la censura y 

suscitar dudas acerca de la constitucionalidad cuyo debate se propone. La 

demanda no logra demostrar por qué las reglas procedimentales aplicables a la 

restitución de inmuebles dados en leasing no pueden constitucionalmente ser 
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las del proceso de restitución de inmueble arrendado, a pesar de la calidad de 

tenedor del inmueble que ostenta el locatario en ambos casos, y, en cambio, 

deberían asimilarse a las de los juicios hipotecarios, pese a que los deudores 

hipotecarios no tienen la calidad de meros locatarios o tenedores del inmueble 

habitado. Adicionalmente, no es evidente por qué se vulneran los derechos de 

defensa y contradicción y de acceso a la administración de justicia de los 

tenedores de vivienda a título de leasing habitacional cuando, justamente, se les 

extiende el mismo régimen procedimental previsto para los arrendatarios. 

 
25. En síntesis, el despacho advierte que el ciudadano no corrigió 

adecuadamente el libelo para construir cargos con las características de 

claridad, certeza, especificidad, pertinencia y suficiencia desarrolladas por la 

jurisprudencia constitucional. Por lo tanto, la demanda será rechazada. 

 

26. Cuestión final: solicitud de suspensión provisional de los efectos de la 

norma demandada. El despacho reitera que en la medida en que se adelanta 

apenas la fase de estudio sobre la admisibilidad de la demanda, no se hará 

pronunciamiento sobre este asunto que, por lo demás, corresponde a la 

definición discrecional de los magistrados de esta Corte, sin que opere a 

instancia de parte.  

 

Por los argumentos antes expuestos,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. RECHAZAR la demanda de inconstitucionalidad presentada por 

Jaime Alberto Sarria Luna contra el artículo 385 (parcial) de la Ley 1564 de 

2012, por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan 

otras disposiciones. 

 

SEGUNDO. INFORMAR al demandante que contra la decisión de rechazo 

procede el recurso de súplica, en los términos del inciso 2° del artículo 6° del 

Decreto 2067 de 1991. 

 

TERCERO. En caso de que dentro del término legal no se interponga el recurso 

de súplica, ARCHIVAR el expediente de la referencia 

 

Notifíquese y cúmplase,  

JUAN CARLOS CORTÉS GONZÁLEZ
Magistrado
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